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Abstract
Como parte de un programa más amplio que estudia el proceso de creación legislativa referido a las condiciones de trabajo en la República Argentina, la presente investigación busca examinar las distintas formas en las que la prensa escrita representa, por una parte, al proceso de formulación y sanción de la reforma de la Ley de Riesgos del Trabajo que culmina el 25 de octubre de 2012 con el dictado de ley 26.773 y, por la otra, el alcance, contenido y sentido de esa norma. 
La perspectiva es interdisciplinaria, la metodología es cualitativa y el recorrido que guía al análisis textual es inductivo y hermenéutico. El corpus está conformado por las noticias relativas al proceso legislativo estudiado.

El análisis de las noticias se realizó de acuerdo con la pro​puesta de análisis sociológico-lingüístico del discurso (ASLD). Así, por un lado, se vincularon las estrategias argumentativas y los recursos lingüísticos desplegados con los modelos interpretativos de la realidad subyacentes en esos textos y, por el otro,  se examinaron las similitudes y diferencias entre las distintas noticias en cuanto a la representación de: 1. las condiciones de trabajo; 2. los trabajadores y empleadores y sus respectivos derechos y obligaciones; 3. la legitimidad, necesidad, legalidad de la norma sancionada; 4. el alcance de la protección acordada a los trabajadores, y 5. los efectos de esa norma sobre los derechos y las garantías constitucionales de los trabajadores.
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Preguntas de investigación, corpus y metodología 

Las preguntas que han orientado a la presente indagación interdisciplinaria en la que se conjugan la sociología, el derecho y la lingüística son las siguientes: ¿Qué características asume en la prensa escrita la representación de los trabajadores y de los empleadores durante el proceso de reforma de la Ley Riesgos del Trabajo? ¿Cómo se categoriza a los sujetos de la relación laboral? ¿Qué acciones se atribuyen y/o predican de esos actores? ¿Cómo se representa a la norma propuesta y, más tarde, sancionada? ¿Cómo se la evalúa? ¿Cuáles son los modelos interpretativos subyacentes en los textos de las distintas noticias? ¿Se vinculan esos modelos con las formas de representación de los sujetos de la relación laboral?  
El corpus estuvo conformado por: a. los pretitulares, los titulares y los subtitulares de 95 noticias de diarios de la Capital Federal de la República Argentina publicadas entre el 6 de septiembre de 2012 y el 18 de diciembre de 2012; b. las palabras pronunciadas por la presidenta Cristina Fernández de Kirchner
 en el acto de celebración del día de la industria, el 3 de septiembre de 2012, oportunidad en la que anuncia a los empresarios el Proyecto de Reforma y su contenido (Texto 1)
 y momento a partir de cual se comienza a incrementar en la prensa la información acerca de la reforma, c. el Mensaje de Elevación del Proyecto de Reforma elevado por el Poder Ejecutivo al Congreso el 20 de septiembre de 2012 (Texto 2), y d. el texto de la ley 26.773 sancionada el 24 de octubre de 2012 y publicada en el Boletín Oficial el 26 del mismo mes como “Régimen de ordenamiento de la reparación de los daños derivados de los accidentes de trabajo y enfermedades profesionales” (Texto 3).

La presente investigación ha seguido un camino inductivo. El examen de los textos del corpus, a fin de establecer los recursos lingüísticos y las estrategias argumentativas predominantes, y su relación con los modelos interpretativos, no se realizó a la luz de determinados supuestos teóricos. Por ende, no se comenzó el análisis de los textos admitiendo a priori la presencia en ellos de recursos lingüísticos seleccionados previamente con base en una determinada teoría que se procuraba verificar, sino que se realizó el camino inverso: los textos fueron examinados intentado establecer, primero, cuáles eran las estrategias y los recursos predominantes en ellos para, después, vincular esos recursos con los modelos interpretativos presupuestos por los hablantes. 

Los procesos de recolección, análisis e interpretación de los datos responden en esta investigación a los su​puestos del que denomino aná​lisis socio​ló​gico-lin​güís​tico del discurso (ASLD), cuyos fundamentos he elaborado en investigaciones previas y empleado en otras indagaciones (Vasilachis de Gialdino, 1997, 2007a, 2007b, 2013). El ASLD se nutre tanto de las contribuciones de la lingüística y de la sociología como de los más recientes avances epistemológicos, me​todo​lógi​cos y teóricos del conjunto de las ciencias sociales para observar el entramado de relaciones de mutuo condicionamiento entre los discursos y la socie​dad y, en particular, el lugar de la práctica discursiva en los procesos de producción y/o de reproducción de las formas de organización y distribución sociales.
El ASLD, como perspectiva in​ter​dis​cipli​na​ria, exa​mi​na lingüísticamente los re​cursos y es​trate​gias emplea​dos en los textos, orales o escritos, para impo​ner, soste​ner, justifi​car, proponer un determinado modelo in​terpre​ta​tivo de la rea​lidad social. No sólo analiza a los tex​tos en sus for​mas lin​güís​ticas sino que, especialmente, intenta determinar el vínculo entre la selec​ción que el hablante realiza de esas formas y el tipo de sociedad que promueve. Esos mode​los in​ter​pre​tati​vos por los que el hablante puede optar están fun​dados cog​ni​ti​va​mente, en gran par​te, en los dis​tintos pa​radig​mas epis​temológi​cos que coexisten en las ciencias sociales y a los que defino como los marcos teó​ri​co-me​todo​lógi​cos uti​liza​dos para inter​pre​tar los fenóme​nos sociales en el contexto de una determina​da socie​dad (Vasilachis de Gialdino, 1992a, 2011).

De esta manera, las re​presenta​ciones discursivas acerca de la sociedad, de sus relacio​nes, de la legitimidad o ilegitimidad de éstas, de las identidades indivi​duales y colectivas, del alcance de los derechos y garantías de los ciudadanos, entre otros, son cons​truidas tex​tual​men​te a par​tir de la ad​he​sión a los postulados de dichos mo​delos, esto es, de las teorías en los que éstos se sustentan. Entiendo a las representaciones sociales co​mo cons​truc​cio​nes sim​bólicas indivi​dua​les y/o colecti​vas​ a las que los sujetos apelan o a las que crean para inter​pretar el mundo, para reflexio​nar sobre su propia situación y la de los demás, y para de​terminar el alcan​ce y la po​sibilidad de su ac​ción histó​rica (Vasilachis de Gialdino, 1997, 2003, 2013). 

Los modelos inter​pretativos de la realidad social por los que los hablantes optan, por lo ge​ne​ral, no figuran en el texto de mane​ra explí​ci​ta sino que se traducen la utilización de distintos recursos lingüísticos y de variadas estrategias argumentativas em​ple​ados para re​pre​sen​tar a dicha reali​dad, a sus actores, a sus re​laciones, a sus procesos. El con​te​nido se​mánti​co de los términos usados se vincula con los modelos presupuestos, al igual que las elecciones léxicas y sintácticas, las categorías empleadas y las acciones que se circunscriben a esas categorías. Tales modelos interpretativos, implican: a. una for​ma de ser de la so​cie​dad y de la or​gani​za​ción so​cial; b. uno o varios modos de dife​ren​cia​ción y /o je​rar​qui​za​ción entre sus miem​bros; c. un tipo de re​lacio​nes so​cia​les predo​minante y, por tanto, d. una mayor o menor posi​bili​dad de los acto​res so​ciales individua​les o colecti​vos, por un lado, de contri​buir con la cons​trucción de la sociedad, de sus valo​res, de sus nor​mas, de sus sig​nificados, de sus orien​ta​ciones y, por el otro, de proponer y obte​ner una trans​forma​ción en los sis​temas de dis​tri​bu​ción de bie​nes tanto ma​teria​les cuanto sim​bólicos, espi​ritua​les y de trascen​dencia (Vasilachis de Gialdino, 2003: 266-267).

Cuando, como en esta investigación, se trata de analizar procesos políticos en los que se incluye la creación legislativa dirigida a regular el mundo del trabajo esos mode​los presu​ponen: a. un tipo de relaciones laborales que se as​pira a promover; b. la definición de capa​cidades y límites, en el ámbito de la acción histórica, respecto de los sujetos de esas re​laciones; c. una de​terminada función atribuida al derecho del trabajo, en parti​cular, y al ordenamiento jurídico, en general, acerca de la regulación y control de esas relacio​nes de trabajo, y d. un predominante mecanis​mo de resolución de la tensión entre, en palabras de Habermas (1997), la facticidad y la validez, tensión que se manifiesta en los distintos momen​tos del proce​so de creación jurídica. En todos estos presupuestos subyace una determinada noción acerca de la identidad del trabajador, ligada al alcance que las leyes deben otorgar a la protección de su dignidad. 
El camino inductivo en el análisis del corpus me condujo al empleo dos nocio​nes de Sacks (1992a,b) para el examen de los procesos de categorización: 1. la de meca​nismo de categoriza​ción como miem​bro, que supo​ne la exis​ten​cia, a nivel cul​tural, de colec​cio​nes de cate​go​rías para referir a las personas, con​jun​tamen​te con deter​mi​nadas normas de aplicación, y 2. la de ac​tivi​da​des circunscri​tas a la catego​ría que son aquellas que, en​tre un gran número de acti​vi​dades, se conside​ra que son rea​li​za​das por una particular ca​tego​ría de personas o por al​gunas cate​gorías de ellas. La categorización es una práctica social mediante la cual se realizan acciones sociales situadas como persuadir, culpar, negar, refutar, acusar, justificar, informar (Edwards, 1991:516-518). Supone la elección en​tre al​ter​na​tivas y la presencia de opciones posibles para des​cri​bir a las personas (Hester, 1998:146). El hablante dispone de una amplia gama de descripciones y categorizaciones alternativas para configurar situaciones, personas, acciones y cursos de la acción y puede determinar cuáles consecuencias, descripciones y categorizaciones son apropiadas o correctas. La relevancia atribuida a las elecciones que realiza se enlaza estrechamente con la producción del orden moral  (Tileagă, 2010: 224) que opera, práctica y profundamen​te, en la vida social y en el que está incrustada la actividad de categorización (Jayyusi, 1984:2). Como las cate​go​rías y las identida​des están asociadas con​ven​cio​nalmente con atributos, actividades, derechos y obligacio​nes (Wid​dicom​be, 1998:195), esa opción tendrá como consecuencia adjudicarle a las personas determinados atribu​tos, suponer que realizan un conjunto de actividades, recono​cerles unos derechos y negarles otros, exigirles el cumplimiento de ciertas obligaciones. 

El uso de una categoría descriptiva abre, pues, la posibilidad de una variedad de posibles trayectorias inferenciales in situ que están fundadas en los diversos rasgos circunscritos “a” o constitutivos “de” esa categoría como organización de conocimiento social práctico. Tal conocimiento también supone responsabilidades, y tiene consecuencias morales (Jayyusi, 1991: 241). Invocar una cate​goría particular constituye, lue​go, un modo de reproducir un tipo específi​co de pau​ta de inte​racción y de orden moral (Mäki​talo y Säljö, 2002:75). 

También para Housley (2000:86), y para Housley y Fitzgerald (2002:68,69, 2007:190, 2009:346) las categorías exhiben el trabajo moral y las evaluaciones morales de los hablantes. Si​guiendo a Hes​ter (1994), entienden que el análisis de la cate​gorización como miembro es un sistema metodológico que pone atención en el carácter ocasio​nal, situado, localmente organizado, de los procesos de categorización. Con la expresión “categorías en contexto” se alude al des​pliegue de cate​gorías en diferentes contextos, los que pueden ser comprendidos como realizaciones interactivas de la actividad lingüística de los miembros. La colección a la que la ca​tegoría perte​nece y aquello que la colección es, son cons​titui​dos “en” y a través de “cómo” son usadas en un momento deter​minado (Hester, 1994:242), esto es, las colecciones como las categorías son dependientes del contexto, están “situadas”, y el sentido de los enunciados que las contienen depen​de de la ocasión específica de su uso (Lepper, 2000:16; Leudar y Nekva​pil, 2000:488; Mäkitalo y Säljö, 2002:62). La razón por la cual categorías y actividades van juntas no supone, entonces, ni una vinculación estrictamente lingüística, ni lógica; un análisis de categorías no puede suponer en principio cuales categorías serán relevantes en una determinada interacción y que categorías y actividades los participantes van a combinar (Stokoe, 2010:62, 2012:282) a través de la práctica comunicativa que despliegan. En este sentido, se podrá observar cómo en el primero,  tercero y cuarto momentos del proceso de creación normativa estudiado la categoría “trabajador” aparece asociada críticamente con actividades negativas que se le circunscriben tales como la promoción de litigios, la realización de juicios laborales contra las empresas. En el segundo momento la jurisprudencia, cambiando de modelo interpretativo, lejos circunscribir a la categoría “Estado” la obligación de proteger al empleador respecto de esas actividades negativas, circunscribe  a la categoría “empleador” la obligación de respetar  la vida y a la dignidad del trabajador, constituyendo a este en sujeto de preferente tutela. De esta suerte, los reclamos de los trabajadores pierden su impronta negativa y son reconocidos como parte del ejercicio de sus propios e inalienables derechos.

El análisis del empleo de las categorías y de sus recursos en determinadas situaciones es un medio a través del cual es posible mostrar cómo se producen las identidades, las relaciones sociales y, también, las instituciones (Baker, 1998: 132). Asimismo, en momentos en los que la investigación reciente ha comenzado a demostrar como la categorización opera en múltiples niveles del trabajo interaccional, Fitzgerald (2012) entiende que el análisis de la categorización como miembro es una aproximación al estudio del conocimiento social en acción (Vasilachis de Gialdino, 2013). Considerando, entonces, que las representaciones son objetos discursivos que construyen las personas en el habla y en los textos, y que su estudio requiere prestar  especial atención a las prácticas discursivas situadas (Potter y Edwards, 1999: 448 y 454) pondré de manifiesto cómo ese conocimiento social en acción: i. se reproduce y/o produce mediante procesos de categorización vinculados con los modelos interpretativos presentes en los textos del corpus, ii. contribuye con los procesos de legitimación de las decisiones políticas, y iii. puede influir tanto en la definición de la capacidad de acción jurídica de los trabajadores como en la interpretación que los jueces realicen de la norma creada. 

Durante el procedimiento analítico consideré la importante función de los titulares en la transmisión y manipulación de la información (Van Dijk, 2006), así como en la producción de sentido común (Rupar, 2007), en la construcción de lo extraordinario (Molek-Kozakowska, 2013:175), y en la percepción del futuro (Neiger, 2007). Esos titulares fueron entendidos, a la vez, como: a. uni​da​des (Jucker, 1996:383; Kronrod y Engel, 2001:685) se​mán​ticas autóno​mas; b. textos  que tienen, al mismo tiempo, fun​ciones infor​ma​tivas, per​sua​si​vas, cogni​ti​vas e ideológi​cas (Van Dijk, 1997:136; Kuo y Nakamura, 2005:400), y c. re​cur​sos comunicativos con los que se busca produ​cir un má​ximo nivel de afi​nidad entre el con​tenido de aque​llo que se relata y el contexto de interpretación del lector, a fin de hacer que tal contenido sea óptimamen​te rele​van​te para ese lec​tor (Dor, 2003:720).

Las investigaciones previas

La indagación cuyos primeros resultados expondré aquí ha sido realizada como parte de un programa más amplio en el que estudio, también desde la perspectiva interdisciplinaria que une a la sociología, el derecho y la lingüística, un proceso de creación normativa: el de la Ley de Riesgos del Trabajo (LRT). Este proceso es analizado respecto de la mo​dificación, cuestionamiento ju​rispruden​cial y nue​va propuesta de reforma de esa ley, así como en cuanto a las representaciones construidas por la prensa escrita en esas distintas etapas. 

El conjunto de la investigación abarca, entonces, cuatro momen​tos vinculados entre sí cuya comprensión contribuirá a mostrar las características que adquiere el momento actual: 1. el que va desde la cons​truc​ción de la necesidad de mo​di​ficar la legislación sobre las condiciones de trabajo a la san​ción de la LRT como ley 24557, el 13 de Septiembre de 1995; 2. el de la de​clara​ción de inconsti​tucio​nalidad de esa norma por la Corte Su​prema de Justicia de la Nación; 3. el de la recepción y transmisión de ese hecho por la prensa es​cri​ta, y 4. el que comienza con la propuesta del Poder Ejecutivo de modificación de la ley 24557, sigue con el proceso de aprobación y la sanción de la de la ley 26.773, el 24 de octubre de 2012, e incluye, además, la construcción de representaciones sociales por la prensa escrita sobre el conjunto de ese proceso. De este último momento se ocupa la investigación que expondré en estas páginas. 

Haré referencia a aquellos resultados de las investigaciones previas que se vinculen con la actual, y cuyo conocimiento se torne necesario para interpretar en su integridad el proceso legislativo en examen. En consonancia con esos resultados, el foco estará puesto no sólo en el proceso histórico de creación de representaciones sociales y en la lucha ideológica que supone la transformación de estas (Moscovici y Marková, 1998:394,403) sino, además y particularmente, en la actividad de representar (Radley  y  Billig, 1996: 223), en el proceso recursivo mediante el cual los hablantes recuperan y consolidan representaciones, por un lado, y generan representaciones alternativas y divergentes, por el otro, vinculando ambos tipos procesos con los distintos modelos interpretativos en los que se sustentan y a los que promueven.

El primer momento (1991-1996)
En este período, en el que Car​los S. Menem ejercía la presidencia
, examiné las características de la cons​truc​ción de re​pre​sen​taciones so​bre el mundo del traba​jo en el dis​curso político y en la prensa escrita. Los trabajadores aparecen, por lo general, no explícita sino im​plí​citamente, detrás de la metáfora “industria del juicio” o del término “litigiosidad”. Son repre​sen​ta​dos, como a​gentes de actos ne​gativos (Van Dijk, 2006: 373), al igual que en el dis​cur​so dis​cri​mina​torio (Van Dijk, 1995,1997) generalizándose res​pec​to de ellos pro​piedades nega​ti​vas y mostrándolos sea como cau​santes de con​flic​tos, en este caso, a través de las distin​tas con​tro​ver​sias ju​di​cia​les y de demandas por enferme​da​des y acciden​tes la​bora​les
, sea como generadores de pro​ble​mas que los invo​lu​cran junto con o​tros como, por ejem​plo, los altos cos​tos laborales que, se afir​maba, dis​minuyen la in​ver​sión y, por tanto, el em​pleo. Por su parte, los em​presarios son representados como el lado pasi​vo del conflicto, como los que tienen que ser protegidos por la le​gis​la​ción, “motiva​dos” a invertir. De tal forma, el conflicto social capital−trabajo apa​rece invertido: del lado de los traba​ja​dores se ubica la res​pon​sa​bilidad, con lo que los términos “riesgo”, “pro​tec​ción”, “amparo” cambian de contenido semántico y no refieren, como en la legislación anterior, a la vida y sa​lud de los trabajadores sino al capital de la em​presa. Tal contenido debe ser examinado en relación con la función discursiva que cumplen esos términos (Edwards, 1991:518), esto es, no con categorías cognitivas abstractas sino con los modelos interpretativos predominantes en ese momento. Esos modelos, desde una perspectiva sistémica, presuponían relaciones causales necesarias tales como: 1. cam​bio de le​gislación / au​men​to del em​pleo, del crecimien​to y/o 2. dismi​nu​ción de los cos​tos labora​les / aumento de la in​ver​sión, de la produc​ción, de la com​pe​ti​tivi​dad (Vasilachis de Gialdino, 1997, 2007a).
La citada construcción de representacio​nes so​cia​les acer​ca de los suje​tos de la relación laboral y de la inversión del conflicto social justificó el cam​bio de bien jurídico protegido, que dejó de ser el trabajo, la vida y la salud de los trabajadores para pasar a ser el capital de le em​pre​sa hasta el punto de eximirse al empleador de su respon​sa​bili​dad civil (artícu​lo 39, inc. 1, de la LRT). Es so​bre este último aspecto que versa el fallo de la Corte Suprema que estudié en la siguiente etapa de la investigación.
El segundo momento (2004) 

En esta etapa el objetivo de la indagación fue determinar el alcance del fallo de la Corte Suprema de Justicia de la Na​ción
 denominado como “caso Aquino”
 que declara la inconstituciona​lidad del citado ar​tículo 39 de la LRT por eximir al empleador de responsabilidad ci​vil. Ese fallo se examinó en relación con la for​mación discur​siva a la que pertenece, y que es aquella que liga al tra​bajo con la vida, la sa​lud, la identidad y la digni​dad del traba​jador. Este caso judicial adquiere vigencia en la actualidad porque está citado en el Mensaje de Elevación del Proyecto de Reforma a la LRT (T2e6), donde se sostiene que el proyecto formulado tiene en cuenta “los reproches constitucionales” realizados por la Corte Suprema a la LRT. Es, pues, necesario dar cuenta de los principales fundamentos de la decisión.

Buscando proteger “la inviolabili​dad física, psí​quica y moral del individuo traba​jador ante hechos o situa​ciones reprochables al empleador” el fallo entiende que, como persona, el trabajador constituye el “eje y centro de todo el sistema jurídico y en tan​to fin en sí mismo −más allá de su naturaleza trascendente− su persona es invio​lable y constituye un valor fundamental con res​pec​to al cual los res​tan​tes valores tienen siempre carácter instru​men​tal”. El artículo 39, inc. 1, de la LRT es, pues, juzgado como “con​trario a la dignidad humana, ya que ello entraña una suer​te de pre​tensión de rei​ficar a la per​sona, por vía de conside​rarla no más que un factor de la producción, un objeto del mercado de trabajo”. Optando por el modelo interpretativo “de la dignidad” los jueces se resisten al empleo de la metáfora del mercado como una descripción ob​jetiva de la realidad (Bi​llig y MacMi​llan, 2005:462). El fallo cuestiona, así, al mo​delo interpreta​tivo que supo​ne tanto el equilibrio espontáneo de las rela​cio​nes sociales como el apartamiento del Estado de sus fun​cio​nes tuitivas de la digni​dad de quienes trabajan. En seguida, expresa: “Se olvida, así, que el hombre es el señor de todo mercado, y que este encuentra sentido si, y sólo si, tributa a la realiza​ción de los derechos de aquél”. El trabajador es considerado, pues, como persona, como sujeto de ampa​ro y no como objeto de limitada reparación. Al ubicarlo en la categoría de persona se lo presume como miembro representativo de esa categoría aplicándole todo lo que es “conocido” acerca de esa categoría (Schegloff, 2007:469). La dignidad es el atributo esencial de la persona humana y, para el fallo, cons​tituye “el centro sobre el que gira la organización de los dere​chos fundamenta​les del orden constitucional. La prestación de ser​vicios “no puede ya conce​birse sin la adecuada preservación de la dignidad inherente a la persona humana”. Esa protec​ción se extiende a las condiciones de trabajo que han de ser dignas y equi​tativas y, más allá de ellas, a las condiciones de existen​cia. Los derechos de los trabajadores son derechos huma​nos y, en la sentencia, se cir​cunscriben a los Estados las acciones que surgen de la obligación de promo​ver, asegurar y respetar esos dere​chos fundamentales. Incorporando un principio de hermenéutica constitucional, la sentencia establece que es a todas las instituciones estatales, a los diferentes pode​res del esta​do, que se circunscribe el deber de respetar, pro​teger y realizar los prin​ci​pios, va​lores y de​rechos humanos que la Consti​tución Nacional con​tiene.
Se estipula con toda claridad que la situa​ción de riesgo, la inseguridad, la imprevisión re​fieren a la perso​na que trabaja y a las condiciones en las que rea​liza su labor. A diferen​cia de lo que se advirtió en los textos del discurso político y de la prensa escrita que situé en el primer momento, el capital de la em​presa no es ya el bien por el que se deben orien​tar con prio​ridad las pres​cripciones que regulan el mun​do del tra​bajo dado que “el cumplimiento de las obligaciones patro​nales no se supedita al éxito de la empresa”. El con​flic​to so​cial deja, pues, de estar in​ver​tido y el em​plea​dor pier​de el goce de la discri​minación posi​tiva con la que, entre otros beneficios, había sido ex​clui​do de su res​pon​sabi​lidad civil por los efectos de las condi​ciones de tra​bajo sobre la vida y la salud integral de los tra​bajado​res. Según los términos del fallo, lejos de realizar la justicia social, como “la justi​cia en su más alta expre​sión” la LRT “ha mar​chado en senti​do opuesto al agravar la desi​gualdad de las partes que regu​larmente supone la relación de traba​jo” (Vasilachis de Gialdino, 2007a).

El tercer momento (2004-2005) 

En esta oportunidad se analizaron las representaciones so​ciales creadas por la prensa escrita sobre el caso “Aquino”, y sus posi​bles conse​cuencias sobre el mundo del trabajo. En las noticias se circunscribe a la catego​ría “trabajador” la actividad de realizar juicios laborales contra las empre​sas y, apelando a la “indus​tria del jui​cio”, se lo vincula con las acciones de “demandar”, “reclamar”, “pleitear”, estructurando metafóricamente (Koller, 2005:204) las re​presentaciones acerca de su identidad. Empleando la misma metá​fora que en el primer momento, se intenta producir el efecto retórico de cuestionar tanto al  fallo de Cor​te Supre​ma como a los derechos que este consagra en beneficio del tra​bajador. Los empleadores se representan como suje​tos pasivos, en especial, respecto de la acción de los traba​jadores. Las actividades circunscriptas a la categoría “trabajadores” ponen, así, en “riesgo” el capital de la empresa y constitu​yen un obstáculo para el des​plie​gue de la acción positiva de “inver​tir” con la que aparecen aso​cia​dos los empresarios. Al igual que en el primer momento, la mención de estos está, generalmente, ligada a una construc​ción textual del contexto social funda​da en el modelo causal, de causalidad ine​ludible: “más cos​to / menos inver​sión / menos empleo”. Este modelo se ve fortalecido por la reiterada alusión a la falta de seguridad jurídica que el fallo viene a producir. Las noticias renuevan, empática​men​te respecto de las empresas, y me​diante el empleo de distintos recursos lingüísticos, la “a​menaza” que estas per​ciben en cuanto a la inte​gridad de su capital. Los “ries​gos”, y he aquí la inversión del conflicto social del mismo modo que en el primer momento, son “riesgos” del capital. Las noticias, aunque se refieren al fallo que re​suelve la causa “Aquino”, no reproducen el modelo de la dignidad vigente en esa sentencia. Ese modelo no puede, entonces, incorporarse en el mundo de la vida por​que los medios de prensa, en un proceso de divergencia discursiva con el fallo, construyen textualmente identidades, relaciones, sucesos y objetos, y pro​ponen mode​los de inter​pre​ta​ción y de le​gitimación que poseen características distin​tas a ese y a otros fallos de la Corte Suprema que buscan consolidar la preferente tutela de la dignidad del trabajador. Las noticias reproducen, pues, la retórica del discur​so ​neoliberal vigente con Car​los S. Menem y el modelo inter​preta​tivo predo​minante en sus textos reitera el que regía du​ran​te el pro​ce​so de refor​ma labo​ral cuyo estu​dio ubiqué en el primer momento (1991-1996). En ese tiempo la fór​mu​la “menos costo / ​más em​pleo” se es​grimía para des​conocer la pro​tec​ción legal acorda​da con an​te​rioridad a los traba​jadores. En el tercer momento, la contracara de esa fórmula: “más costo / menos em​pleo” se enarbo​la para des​co​nocer y tergiversar la protección ju​rispruden​cialmente recuperada por los trabajadores y para condicio​nar la reforma de la LRT que comienza a ser encarada por el gobierno como una imperiosa necesidad a partir del fallo que resuelve la causa “Aquino”, el 21 de septiembre de 2004. La presente investigación se sitúa en el cuarto momento (2012) del citado programa de investigación, y se ocupa de la representación por la prensa escrita del proceso de reforma de la LRT.

La construcción de representaciones sociales por prensa escrita acerca del proceso de reforma de la ley 24.557 de Riesgos del Trabajo

La representación de los trabajadores

Los trabajadores son escasamente mencionados en las noticias del corpus. O bien se alude a ellos reproduciendo palabras del Ministro de Trabajo Carlos Tomada quien afirma que “los cambios a la ley de ART mejoran la situación de los trabajadores, ya que no tendrán necesidad de recurrir a la Justicia para recibir un resarcimiento justo” (N21
,N23
)
, o bien se los nombra para criticar a la reforma porque “desprotege a los trabajadores y dista mucho de adecuarse a la doctrina de los doce fallos de la Corte Suprema que cuestionan la constitucionalidad de muchos de los institutos de la ley existente” (N26
), o bien para esgrimir que “casi toda la oposición sostuvo que perjudica a los trabajadores” (N73
), o para sostener que “los beneficios no llegan siempre a los trabajadores” (N86
), o que “están los ‘caranchos’ que perjudican a los trabajadores” (N88
). Los trabajadores no aparecen como actores, como sujetos de acción histórica, como una fuerza activa y dinámica, sino que están “pasivizados”, esto es, representados como sujetos pasivos que reciben las acciones −que los benefician o los perjudican− de otros dirigidas a ellos. Otro recurso presente en los textos es la indeterminación (Van Leeuwen, 2008: 33,39), por medio de ella los trabajadores se muestran como sujetos anónimos y no como actores sociales, por ejemplo, mediante el empleo de expresiones tales como “el que cobre de la ART” (N4
), o “quien perciba la indemnización fijada” (N7
), o “quienes litigan en las demandas” (N13
). Sin embargo, aunque los trabajadores no aparezcan nombrados específicamente esto no significa que no se le atribuyan acciones y no se le impongan omisiones.

Comenzaré por las acciones que, predominantemente, se circunscriben a la categoría de “trabajador”, las que poco difieren de aquellas reiteradas en el primer momento. De este modo, los términos “litigios” (N1, N86), “litigar” (N7
), “litigiosidad” (N11
, N29
, N55
), “litigan” (N13), “judicialización” (N29) aluden a los juicios laborales que los trabajadores entablan ante la justicia para demandar a los empleadores por accidentes y enfermedades derivadas de las condiciones de trabajo. Como ejemplo transcribiré un titular:

N1. [Cambios y riesgos laborales]

{Entre los recientes anuncios gubernamentales
, tiene especial trascendencia el impulso de cambio en la Ley de Riesgos Laborales, para eliminar litigios y reducir costos}

La Prensa, 6 de septiembre de 2012.
Este titular, activando recursos epistémicos y emotivos, y enmarcando la comprensión del lector (Molek-Kozakowska, 2013:174), exhibe las características de los procesos causales subyacentes en los modelos interpretativos vigentes tanto a partir de los años 90’ como en nuestros días, especialmente con la expresión “para eliminar litigios y reducir costos”. Tales procesos conservan los siguientes presupuestos: a. los trabajadores demandan a los empleadores, b. los reclamos son infundados, c. los juicios laborales aumentan los costos de las empresas y ponen en “riesgo” su capital, d. la disminución del capital limita la capacidad de inversión, e. los empleadores merecen protección jurídica y, agregaría, para el momento actual, en palabras de la presidenta Fernández de Kirchner: f. la reinversión es una condición para crecimiento (T1e70). Como es dable advertir, lo que no aparece en estos procesos es la relación causal entre las malas condiciones de trabajo y los daños a la vida y a la salud integral de los trabajadores, y, por tanto, la urgente necesidad de implementar políticas de prevención. La prevención estuvo y, sigue estando ausente como exigencia durante todo el proceso que estamos estudiando, salvo en contadas excepciones en las que se expone la exigencia de “preservar” la  salud del trabajador (N56
) o de “prevenir en vez de reparar” (N60
). La consideración de los reclamos de los trabajadores como “ilegítimos” viene a “legitimar” la opción a favor de proteger, frente a esos reclamos, al capital de la empresa en desmedro de la debida protección a los trabajadores.  

No obstante, el rasgo más saliente de los textos del conjunto de las noticias del corpus en relación con los trabajadores no está constituido por las acciones que se les atribuyen sino por lo constituye la prescripción, contenida en la reforma a la LRT, de una omisión. La nueva LRT, la 26.773, establece en su artículo 4: “Los damnificados podrán optar de modo excluyente entre las indemnizaciones previstas en este régimen de reparación o las que les pudieran corresponder con fundamento en otros sistemas de responsabilidad. Los distintos sistemas de responsabilidad no serán acumulables” y, más adelante, agrega “En los supuestos de acciones judiciales iniciadas por la vía del derecho civil se aplicará la legislación de fondo, de forma y los principios correspondientes al derecho civil”. Es decir que los trabajadores deben optar entre una y otra posibilidad, o reciben la indemnización que fija la ley o recurren a la justicia, pero no ya con el amparo de la normativa laboral y de sus principios, sino de acuerdo con los que rigen el derecho civil, el que presupone – a diferencia del laboral - la igualdad jurídica de las partes del conflicto. La eliminación de “la doble vía” fue anunciada por la presidenta el día de la industria (T1e64) y la información que reitera el siguiente titular tiene el mismo contenido: 
N2. [Riesgos del Trabajo: el que cobre de la ART
 no podrá hacer juicio]

{Lo confirmó ayer la presidenta. “Quien opte por el pago no podrá ir a los tribunales”, dijo}

Ismael Bermúdez, Clarín, 20 de septiembre de 2012.
Aquí el “no podrá” alude a la obligación del trabajador, de omitir la acción de recurrir a la justicia y esa omisión, que se traduce en prohibición, remite a la pérdida de un derecho que le había sido reconocido con anterioridad. Esta obligación “de no hacer” circunscripta a la categoría de trabajador es reiterada en distintos titulares. Así, se sostiene que se elimina “la doble vía” (N3
, N9
, N29, N32
), que las indemnizaciones “impedirán acudir a la justicia” (N8
), que se “frena la vía judicial” (N10
), que se limita “la vía del juicio” (N14
), que la ley “fija una opción excluyente entre cobrar por la ART o ir a la justicia” (N34
), que se “se limitan las vías de reclamo” (N67
), que la ley “excluye el juicio una vez aceptado el pago” (N68
), que la ley “impide que se cobre y luego demande” (N71
), que “las indemnizaciones serán más altas, pero no habrá posibilidades de cobrarlas y hacer juicio” (N77
), que “se establece la ‘vía excluyente’” (N78
), o que la nueva norma “clausura el reclamo ante la Justicia Laboral en caso de acuerdo” (N82
). 

Es por demás evidente que la obligación de los trabajadores de omitir el ejercicio de un derecho con el que contaban, que se presenta reiterada y reforzada en los titulares de los diferentes medios de prensa, viene a responder a la necesidad, consagrada con la ley recientemente sancionada, de hacer previsible a los empleadores los costos que deberán enfrentar en el futuro. Estimo con Goldmann (1962:79) que el conflicto jurídico constituye una de las eventualida​des de la producción, y que el ha​cerlo cal​cula​ble permite que pue​da ser incorporado al cómputo ra​cional de los “ries​gos” de la em​pre​sa. Esa necesidad de cálculo supone, muchas veces, como en las actuales circunstancias, el abandono del principio de equidad.

La representación de los empleadores

El ejemplo siguiente exhibe las particularidades que, en los titulares, asume la representación de los empresarios quienes se muestran como sujetos pasivos frente a los reclamos judiciales de los trabajadores:
N7. <Acordaron cambios sobre accidentes de trabajo>

[Bueno: Frenan por ley industria del juicio a empresas]

{Cristina de Kirchner anunció ayer un proyecto para cambiar la Ley de Accidentes de Trabajo, buscando frenar la industria del juicio. Quien perciba la indemnización fijada por la ART no podrá litigar en la justicia. Además se actualizarán los topes, se fijará en un  20% los honorarios de los abogados. El proyecto se enviará hoy al Senado}

Ámbito Financiero (Portada), 20 de septiembre de 2012.
Aunque en el pretitular no se determinen los sujetos que “acordaron”, es decir, de quienes llegaron a un acuerdo respecto de la Ley de Riesgos del Trabajo, en otras noticias se alude a los empresarios, indicando que la Unión Industrial Argentina (UIA) “apoya” la iniciativa de la presidenta (N30
), o que los empresarios “elogian” la norma (N89
), o bien que la norma tiene “el respaldo de empresarios y sindicalistas” (N3), o que fue “consensuada con gremios y empresas” (N4
), o que cuenta con el respaldo de los “empresarios y legisladores” (N85
). No obstante, a pesar de estas afirmaciones, los titulares de otros medios, lejos de mostrar el apoyo de los sindicalistas informan acerca de la “movilización gremial opositora a Plaza de mayo” y del propósito de rodear al Congreso “para impedir la Ley de Riesgos del Trabajo” (N41
). La información respecto de la cual los medios son unánimes es aquella que hace referencia al apoyo del PRO
 al proyecto del gobierno durante el proceso de sanción de la reforma a la LRT (N69
, N73
), considerando a ese apoyo como “único” (N80
) frente a la división de la oposición (N68
).

Los empresarios, sea con unos o con otros actores sociales y políticos, siempre son representados como apuntalando la reforma, aunque se haga referencia al cuestionamiento de la UIA sobre el “aumento de las alícuotas de las ART” (N94
), o se afirme que “para eliminar la doble vía judicial, el Gobierno aumenta los costos un 20%” (N9).
El problema de los “costos” está, pues, estrechamente asociado a la representación de los empresarios, tal como se observa en este (N7) como en otros titulares (N1, N9, N86). Esto es así, también, cuando se informa −atribuyendo a los empresarios la acción de “negociar” con el gobierno el proyecto de reforma− que el sector patronal accedió a la incorporación de nuevas dolencias al listado de las ART “como prenda de negociación de la reforma de la Ley de Riesgos del Trabajo” (N93
). 

Como sostiene Van Leeuwen (1995:81), las formas en las que las ac​cio​nes que otros rea​li​zan son re​pre​sen​ta​das codi​fican dis​tin​tas inter​pre​ta​ciones “de” y dife​ren​tes acti​tudes “ha​cia” la ac​ción so​cial re​pre​sentada. Con el uso de la metáfora “industria del juicio”, utilizada duran​te todo el proceso de reforma de la LRT, y reiterada en el momento presente, se atribuye una acti​vidad típica a la categoría “trabajadores2 (Wee, 2005:365-366) y, con ella, se liga el campo de la producción industrial con el de la administración de jus​ti​cia. Lo que de esa metáfora se puede inferir es que los trabajadores, en un pie de igual​dad con los em​presa​rios, pro​du​cen, tam​bién, en masa pero a diferencia de ellos, producen juicios laborales y su produc​ción des​truye a las em​presas y, al mismo tiempo, al empleo. Como en el pri​mer momento estudia​do (1991-1996), esas ac​ciones nega​tivas, conflic​tivas, con​trarias a las ex​pec​tati​vas so​cia​les los ponen afuera, en la perife​ria, gene​ran “te​mor” en los empleadores, los ponen en “riesgo”, y para evitar ese riesgo es menester “frenar la ‘industria de juicio’” (N7), congelar “la ola de juicios” (N70
). El traba​jador apa​rece como un enemigo no ex​plicita​do y, como en todo dis​curso dis​crimina​torio, de su lado están la irra​cio​na​li​dad y la in​jus​ti​cia, reuniéndose en aquellos a los que dirigen sus demandas judiciales las virtudes con​trarias y los va​lores co​munes y univer​sales (De Goede, 1996) sus​tentados por el resto de la comuni​dad (Vasilachis de Gialdino, 2007a). Frente a tal situación, la opresión del grupo que produce la amenaza apare​ce como necesaria y le​gitimada (Van Teeffe​len, 1994) y esa opresión, con la reforma recientemente sancionada de la LRT, se traduce en la pérdida de derechos fundamentales. 
Las evaluaciones de la norma 

La propuesta legislativa y, luego, la norma sancionada han merecido distintas evaluaciones en las noticias. Comenzaré por las positivas. De modo tal, se emplea el calificativo “bueno” para aludir al “freno” a la “industria del juicio” (N7, N29), se apunta a la “reforma esperada” (N8, N37
), o se considera a la nueva ley “un avance frente al actual caos legal y judicial” (N25
). El titular siguiente resume algunas de estas evaluaciones:
N70. <Surge un nuevo régimen de accidentes de trabajo>

[Alivio: aprobaron ley que congela la ola de juicios]

Ámbito Financiero (Portada), 25 de octubre de 2012.
En este titular se recupera la construcción del “contexto catástrofe” con el que se intentaba mostrar en el primer momento la urgente necesidad de modificar la legislación laboral apelando, con “ola de juicios”, a las metáforas de la naturaleza. El desastre acuático (Van Dijk, 1997:120) describe aquí los efectos de los reclamos judiciales sobre las empresas y, como fenó​me​no natu​ral, tiene la propieda​d de ser in​cesan​te, inconteni​ble, arrasado​r, crecien​tes, ame​na​zan​te, y quienes resultan ame​na​za​das son, en este supuesto, las empresas. El “alivio” es debido, entonces, a la liberación de esas empresas respecto de un peligro inminente: los “juicios”, como consecuencia del “nuevo régimen de accidentes de trabajo”.

Por otro lado, entre las evaluaciones negativas, se sostiene que la reforma es “parcial y restrictiva, que desprotege a los trabajadores” y que, asimismo, se trata de un “proyecto de ley gatopardista” (N26). También se expresa que el proyecto “sólo se ocupa de aspectos económicos, mientras la palabra prevención no figura en todo el texto”, que “el Gobierno sigue en deuda con la gente” (N27
), o bien que la “Ley de Riesgos del Trabajo, motiva inquietud por los cambios en las entidades que regulan el mercado y el escaso énfasis en la prevención” (N31
). Se juzga que “el proyecto sólo se ocupa de la reparación de los daños que sufre el trabajador y se olvida de la prevención de los siniestros laborales (N46
), y que “la Ley de Riesgos del Trabajo no debe aprobarse” (N63
). El titular siguiente sintetiza algunas de las mencionadas críticas:


N72. [El kirchnerismo convirtió en ley el nuevo régimen para las ART]

{Contó con el apoyo del macrismo, pero recibió duras críticas del resto de la oposición, que vinculó la iniciativa con el menemismo y el neoliberalismo; el oficialismo exhibió algunas defecciones}

Laura Serra, La Nación, 25 de octubre de 2012.
En este titular, los actores políticos no son nombrados específicamente, las acciones no son predicadas respecto de ellos sino de las tendencias y orientaciones en las que son situados y/o a las que representan: “kirchnerismo”, “macrismo”, “oposición”, “oficialismo”. Mediante este recurso, si bien se mitiga la identidad de esos actores, se señalan los “apoyos” y las “críticas” calificando a estas, además, como “duras” y dando cuenta de su contenido, el que asocia la propuesta legislativa con “con el menemismo y el neoliberalismo”, a los que ubiqué en el primer momento. Las que se describen en N72 como “defecciones” del oficialismo también son consideradas en otros medios, los que aluden a los “enfoques disidentes” en su interior (N57
). En otros titulares se resalta, también, el “apoyo macrista” y se alega respecto de la nueva ley que “casi toda la oposición sostuvo que perjudica a los trabajadores” (N73), o bien se informa que “algunos sectores plantean la inconstitucionalidad de la norma” (N84
). Es de hacer notar que, de acuerdo con las características que asumen los textos de algunos titulares, resulta difícil comprender el sentido de la evaluación que contienen debido a que ese sentido no está explicitado, o es ambiguo, por ejemplo: “Un póker de leyes 2012” (N12
), “Las marcas en el cuerpo” (N24
), “La ley corta” (N81
), “El ARTe del compromiso” (N90
). En otros titulares la evaluación puede ser presupuesta por el lector recurriendo sea a la metáfora, sea a la ironía como en “El lobo y las gallinas” (N48
), o en “ART: velar por el más débil” (N62
). La presente investigación debería, pues, ser complementada en otra etapa, con el examen de las noticias a las que preceden los titulares, aunque, como se ha podido observar, los titulares constituyen unidades semánticas, textos que tienen fun​ciones infor​ma​tivas, pero, además y principalmente, funciones per​sua​si​vas, cogni​ti​vas e ideológi​cas. 
Los modelos interpretativos
Al incorporase al mundo de la vida los titulares contribuyen con la producción y reproducción de representaciones acerca de, entre otros, acontecimientos, procesos, significados, conflictos, jerarquizaciones, legitimaciones, esto es, de formas posibles y/o vedadas de ser de la sociedad. Esas representaciones responden al modelo interpretativo en el que los titulares se apoyan y al que promueven, tal como se advierte en el ejemplo siguiente:
N4. <El Ejecutivo envía al Congreso la reforma de la ley de Accidentes de Trabajo, consensuada con gremios y empresas>

[Con más indemnizaciones y menos pleito judicial]

{Con apoyo de entidades empresarias y sindicales, el proyecto actualiza las indemnizaciones y desalienta, a su vez, “la industria del juicio”. Crea las ART mutuas, entidades sin fines de lucro obrero-patronales}

Cristian Carrillo, Página 12, 20 de septiembre de 2012.
En esta, como en otras noticias del corpus, se personaliza a la Ley de de Riesgos y se predican acciones respecto de ella como, “eliminar” la doble vía, “elevar” el monto de las reparaciones (N34), o “elevar” las indemnizaciones (N3), o “actualizarlas” (N4), o “fijarlas” (N10), o “desalentar” los juicios, o “crear” las ART mutuas (N4), o “evitar” a los trabajadores recurrir a la justicia (N23), o “perjudicar” a los trabajadores (N73). No obstante, menester es recordar que, según la o las perspectivas teóricas por las se opte, las normas jurídicas pueden concebirse como el resultado de actos de dominación, de control y/o de poder, entre otros. Aún así, cualquiera sea la perspectiva seleccionada, las normas constituyen producciones textuales con contenido prescriptivo. No tienen ni voluntad, ni capacidad de acción sino que son el resultado de un acto, de una decisión emanada de la voluntad política, en este caso, del Poder Ejecutivo, primero, y sostenida por el Poder Legislativo, después. De esta manera, esas acciones a las que he aludido – como “actualizar”, “desalentar”, “crear” en N4 - no debieran predicarse de una norma sino de quienes la propusieron y/o dictaron, poniendo de resalto la responsabilidad que les compete en relación con el conjunto del proceso de su sanción. Esta aclaración es necesaria frente a las obligaciones circunscriptas constitucionalmente a las categorías relativas a esos dos poderes del Estado. El Poder Ejecutivo y el Legislativo no sólo tienen prohibido por la Constitución Nacional alterar los derechos previstos en esta (artículo 28) sino que están obligados a garantizar, cada uno en la esfera de su competencia, el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por la Constitución y por los tratados internacionales vigentes sobre derechos humanos (artículo 75.23). 

La metáfora de la “industria del juicio” se reitera en las noticias (N4, N7, N29, N86) de la prensa escrita, de una “industria” que, se asevera, “destruye a nuestra economía” (N86). Esa misma metáfora es empleada, también, en el discurso de la presidenta Fernández de Kirchner (T169) y cumple importantes funciones, dada la frecuencia de su repetición, tanto en el primer y tercer momento como en el actual, el cuarto. Es de hacer notar que en esa metáfora los empresarios aparecen como víctimas de los trabajadores tal como se enuncia en N7 y N29 con “frenan por ley industria del juicio a empresas”. Aunque el sujeto de la acción de “frenar” está elidido refiere a la presidenta (N7) o al Ejecutivo (N4). En este último titular se asegura, asimismo, que el proyecto “desalienta, a su vez, la industria del juicio”. Esa representación de los empresarios como víctimas los hace merecedores del  amparo legal. Se invierte nuevamente el conflicto social laboral, como durante el primer momento, que abarca el proceso de reforma de la LRT (1991-1996), y la propuesta normativa viene a cubrir la aparente situación de desprotección de las empresas mediante el recurso de omitir derechos reconocidos a los trabajadores. 
La opción por el modelo de la seguridad del capital determina que se abandone, entonces, el modelo de la dignidad que inspira al caso “Aquino”, que examiné en el segundo momento, con el que se posibilitó a los trabajadores no sólo recuperar sus derechos sino, primordialmente, el derecho a que esa dignidad sea protegida. La opción por el modelo de la seguridad económica, viene, pues, a estar en el fundamento de la creación de un sistema de protección jurídica en beneficio de la empresa, tal como se hace evidente en el siguiente titular:

N55. <El dato. 25 son las tachas de inconstitucionalidad que muestra la Ley de Riesgos del Trabajo, entre disposiciones anuladas por la Corte Suprema y las decretadas por los tribunales inferiores>

[La hora de la previsibilidad]

{La propuesta de reforma a la Ley de Riesgos del Trabajo fue celebrada entre los abogados de empresa. Prevén una disminución de la litigiosidad y mayor seguridad jurídica}

Ariel Alberto Neuman, El Cronista Comercial, 18 de octubre de 2012.

La ley 26.773 recientemente sancionada tiene, por tanto, como finalidad reparar, no prevenir. La “disminución de la litigiosidad” no se asocia a la mejora de las condiciones de trabajo. La norma se ocupa, fundamentalmente, de los “riesgos” del capital, no de los que pudiesen afectar la vida y la salud de los trabajadores. De este modo, la “seguridad jurídica” se traduce en “previsibilidad” (N55), en calculabilidad, condiciones que hacen viable y promueven al proceso de acumulación. Como lo expresó la presidenta ante los empresarios “las verdaderas normas y las más efectivas, y las mejores son la que evitan los juicios” (T1e67) y, más adelante, agrega respecto de los empresarios “porque son en relación de fuerza la parte más importante, la parte del capital” (T1e73). No es de extrañar, luego, que la norma sancionada proteja al capital de la empresa y cierre la posibilidad a los trabajadores de obtener la reparación integral de los daños sufridos sin la necesidad de optar por una u otra vía judicial. Si el modelo interpretativo subyacente en su texto hubiese sido el de la dignidad, las mejores normas serían aquellas que tienden a proteger y a respetar esa dignidad, la misma que constituye el principio mayor del derecho internacional de los derechos humanos. Esa dignidad no se pierde en ningún trance, ni es renunciable, es una condición con la que las personas nacen. Le basta a la persona para ser digna con su sola hominidad. La dignidad, por ser esencial, no es un derecho humano, pero devela la razón de ser de todos estos: proteger en la existencia la dignidad en esencia de la persona (Gialdino, 2013: 5-6).

Conclusiones: la reforma de la ley 24.557 de Riesgos del Trabajo y el discurso político

En el discurso pronunciado en el acto de asunción, por segunda vez, del mando en el Congreso, el 10 de diciembre de 2011, Fernández de Kirchner recuerda su anterior actividad parlamentaria y, en especial, el momento en el que rechazó, para 1998, “la primera flexibilización laboral” (e57-58). Sin embargo, la presidenta al anunciar ante los empresarios el proyecto presentado por su gobierno para la reforma de la Ley de Riesgos del Trabajo, que fue sancionado, como indiqué, el 25 de octubre de 2012 como ley 26.773, retoma la retórica neoliberal. Recurre, así, al modelo interpretativo vigente durante el proceso de reforma laboral que tuvo lugar en la Argentina en la década de los 90’, y que se tradujo en el desconocimiento de derechos obtenidos por los trabajadores como consecuencia de arduas y prolongadas luchas. El aquella oportunidad el modelo con el que se justificaba el aniquilamiento de esos derechos era “menos costo / más empleo / mayor competitividad” (Vasila​chis de Gialdino, 1997), tal como expresé al hacer referencia al primer momento del programa de investigación. El modelo con el que la mandataria fundamenta el proyecto de ley, el 3 de septiembre de 2012, es el que vincula la mayor “litigiosidad” con la menor “competitividad” (T1e65), revitalizando la metáfora de la “industria” del juicio laboral vigente en la citada década y reforzando la representación negativa de la identidad de los trabajadores al circunscribir nuevas acciones a la categoría, al calificar a esas acciones y, por tanto, al mostrar la potencialidad de estas de traducirse en una objetiva y significativa amenaza, en un constante riesgo para la empresa. Esa “industria”, asegura la presidenta, “tiene un aceitado engranaje y funciona permanentemente” (T1e69).
Las metáforas elaboran estructuras de cono​ci​mien​to que, como o​tras, incluyen se​cuen​cias de acción este​reoti​pa​das, ro​les, de​fini​ción de responsa​bi​lidades, de culpas, de dere​chos y de obliga​ciones (McLaughlin, 1990:56-66). De esta suerte, con la metáfora de la industria del juicio se cuestiona la potestad de los trabajadores de demandar judicialmente a los empresarios por los accidentes y enfermedades laborales que sufren o que han padecido, en lugar de hacer responsables a los empleadores por no haberlos evitado mejorando las condiciones de trabajo. La reactivación (Billig y Macmillan, 2005:463-464) de esa metáfora viene, además, a impugnar retóricamente la recuperación y el reconocimiento de derechos que los trabajadores habían logrado por la vía jurisprudencial, según fue demostrado en la indagación que ubiqué en el segundo momento.
Las disposiciones de la ley 26.773 “constituyen un régimen normativo cuyos objetivos son la cobertura de los daños derivados de los riesgos del trabajo” (artículo 1). Por ende, la nueva legislación: a. no contiene normas preventivas; b. determina que no les son aplicables a los trabajadores el derecho del trabajo y sus principios cuando optan por reclamar ante la justicia civil sino “la legislación de fondo, de forma y los principios correspondientes al derecho civil” (artículo 4), con lo que se reemplaza el presupuesto de la desigualdad de las partes −propio del derecho del trabajo y reconocido explícitamente por vía legal y jurisprudencial− por el de la igualdad de estas vigente en el derecho civil; c. remite, prácticamente, al listado de enfermedades profesionales de la normativa dictada durante el proceso de flexibilización laboral de la citada década (artículo 9), y d.  por estos y por otros medios, contradice la orientación de los reiterados fallos de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que declararon la inconstitucionalidad de diversos aspectos de la Ley de Riesgos del Trabajo (Vasila​chis de Gialdino, 2007a), con base, como señalé, por un lado, en la consideración del trabajador como sujeto de preferente tutela constitucional y del trabajo como un derecho humano fundamental y, por el otro, en el principio de progresividad, de jerarquía constitucional (artículo 75.22), que impide la adopción de medidas que entrañen un retroceso o disminución del grado de protección que hubiese alcanzado todo derecho humano
. 
Como puede advertirse, la ley sancionada no tiene en cuenta “los reproches constitucionales” (T2e6), realizados por la Corte Suprema a la LRT − como se afirma en el Mensaje de Elevación del Proyecto de Reforma -  sino que, por el contrario, la nueva norma contradice el sentido y contenido de los fallos que en ese mensaje se citan. El modelo interpretativo subyacente no es, pues, el de la dignidad como en esos fallos, sino el de la seguridad, el de la protección del capital de la empresa. Recuérdese que en el caso “Aquino”, al categorizarse al trabajador como persona, se  pone en cabeza del empleador la responsabilidad de evitar todos los “he​chos o situa​ciones” que puedan dañarlo. Por esta razón, la actividad circuns​cri​ta a la categoría de empleador es la que se vincula con la pro​tec​ción integral del trabajador, quien es considerado como sujeto de ampa​ro y no como objeto de limitada reparación, tal como lo determina la reciente normativa.
Con la nueva legislación se produce, pues, un menoscabo de los “derechos humanos”, a los que la mandataria apelaba como valor común el 1 de marzo de 2012 al inaugurar, en su segundo mandato, las sesiones ordinarias de la Asamblea Legislativa (e134, e178). Paralelamente, se desconocen los que define como “derechos inalienables de los trabajadores” (T1e73), y se tergiversa la presentada como “opción de un trabajo digno” (T1e76, e77). Al mismo tiempo, por tratarse de una ley de seguro y carecer de políticas y/o normas de prevención, la norma que acaba de dictarse se constituye, como lo mostré al exponer los resultados del primer momento de la investigación, en una ley de “riesgos”, pero de riesgos del capital, no de los “riesgos” a los que está sometido el trabajador. El contenido semántico del término “riesgos” difiere, entonces, del que se le otorga desde la perspectiva interdisciplinaria y protectoria de las condiciones de trabajo, así como también difiere el significado de los términos “amparo” y “protección” debido a que el bien jurídico protegido, como en la legislación sancionada en el primer momento, es el capital de la empresa y no la vida y la salud integral del trabajador (Vasilachis de Gialdino, 2013).
La perspectiva especial (Weber, 1971:36) del ASLD me permitió observar que salvo en el segundo momento, que corresponde al del examen del “caso Aquino”, durante el proceso de reforma de la Ley de Riesgos del Trabajo, las representaciones discursivas creadas por la prensa escrita y el discurso político sobre los trabajadores y las trabajadoras (Vasilachis de Gialdino, 1997, 2013) sobre sus derechos y garantías, sobre las relaciones laborales, por lo general, socavan su autonomía, degradan su identidad y su libertad, es decir, violan su dignidad. Los trabajadores aparecen privados de acción y de voz (Le Goff, 2002:45). No sólo se los representa discursivamente como subordinados, como impedidos de participar en paridad en la vida social (Fraser, 2001:24) sino que, además, se le atribuyen acciones negativas. Po su parte, aquellos a los que se dirigen esas acciones, esto es, los empresarios, son representados como víctimas de los juicios que los trabajadores entablan, como los únicos merecedores de la protección legal, aunque tales juicios se originen, habitualmente, por el efecto sobre la vida y salud de esos trabajadores del carácter degradante de las condiciones de trabajo. Las representaciones discursivas como las analizadas aquí tienen cada vez mayor relevancia porque “dicen” del trabajador a través de medios de comunicación y de autoridades a quienes se les reconoce socialmente legitimidad para “decir”, “proponer”, “evaluar”, “sostener”, “predecir”. Además, esos “dichos” son reproducidos una y otra vez, mientras que los trabajadores carecen de ese “poder de decir” que les permitiría poner en el mundo de la vida modelos alternativos de interpretación y de acción con los que contrarrestar tanto la construcción de su identidad individual y colectiva como la de su capacidad de acción histórica. Sin embargo, es esa capacidad la que los mueve a recuperar e incrementar su potencial de deci​sión en lo que se refiere a su tarea, a la finalidad y a la organi​zación de ésta, a las condiciones en las que la realiza, y a la for​ma de dis​tribu​ción y destino de lo pro​ducido. Esa capacidad es, pues, la misma que los induce a romper con la violencia y con la injusticia con las que ha estado signado el trabajo en su desarrollo histórico y hasta nuestros días.
Notes
� Fernández de Kirchner, justicialista, es elegida presidenta de la República Argentina en comicios y comienza su primer mandato el 10 de diciembre de 2007, sucediendo a su esposo, Néstor C. Kirchner. En 2011 es reelegida para un nuevo mandato de cuatro años, que asume el 10 de diciembre de ese mismo año.


� La referencia a las emisiones de los textos del corpus se realizará señalando a la derecha de la letra “T” mayúscula el número de texto citado y a la derecha de la “e” minúscula el número de emisión correspondiente a ese texto. Se consideraron como emisiones las separadas, en cada texto, por punto y aparte. Así, por ejemplo, la cita T2e10, corresponde a la emisión 10 del Texto 2. La numeración de los textos responde a su secuencia histórica. Las citas de la ley 26.773 (Texto 3) se realizará con mención de sus artículos. En  los casos en los que los textos no formen parte del corpus se señalará sólo el número de la emisión citada con la letra “e” seguida de dicho número, por ejemplo, (e10), (e28).


� Menem, justicialista, fue electo presidente en dos períodos consecutivos: desde el 8 de julio de 1989 a la misma fecha de 1995 y, desde allí, hasta al 10 de diciembre de 1999, momento en el que finalizó su mandato.En esta etapa predominó la ideología neoliberal y, mediante la política laboral, se redujeron, cuando no se aniquilaron, los derechos obtenidos por los trabajadores tras arduas y sostenidas luchas. En esa “década del 90”, la recon�ver�sión pro�ductiva, unida a la a�per�tura eco�nómica y a la desre�gu�la�ción, pro�dujo en la Argentina, por un la�do, la reduc�ción de los tra�baja�do�res asala�ria�dos per�manentes y, por el otro, el in�cremento de la de�socu�pación abierta, de la in�cer�ti�dumbre de los ocu�pados y de la canti�dad de puestos asala�riados pre�ca�rios (Beccaria y Ló�pez, 1997:10-11)


� Menester es recordar que en indagaciones realizadas con anterioridad  pude mos�trar cómo los tra�ba�jadores pa�saron de per�der el 47,9% de los jui�cios laborales entablados por esas causas en 1982/1985 a perder el 60,3% de los mismos juicios en�tre 1990/1994, período que coincide con el del pro�ceso de cambio legis�lativo (Vasilachis de Gialdino, 1992b, 1997).


� La composición de la Corte Suprema de Justicia cambia durante la presidencia  (2003-2007) de Néstor Carlos Kichner, justicialista, quien nombra cuatro de los siete jueces del Tribunal.


�  Se trata de la causa “Aquino, Isacio c/ Cargo Servicios Indus�triales S. A”


� Tomás Lukin, Página 12, 25 de septiembre de 2012.


� Página 12, 26 de septiembre de 2012.


� Los titulares citados van precedidos de la letra “N” y se�gui�dos por su número de orden, el que se corresponde con el de la secuencia cronológica.


� Horacio Meguira, Clarín, 27 de septiembre de 2012.


� Clarín, 25 de octubre de 2012.


� Crónica, 26 de octubre de 2012.


� Crónica, 26 de octubre de 2012.


� Ismael Bermúdez, Clarín, 20 de septiembre de 2012.


� Cuando la referencia al periódico y a la fecha de publicación no figuran en nota al pie es porque la referencia ya se ha realizado, o porque esos titulares se encuentran citados como ejemplo y transcriptos en el texto de la presentación.


� Elizabeth Peger, El Cronista Comercial, 21 de septiembre de 2012.


� Ámbito Financiero (Portada), 20 de septiembre de 2012.


� Silvia Stang, La Nación, 20 de septiembre de 2012.


� BAE, 2 de octubre de 2012.


� Ariel Alberto Neuman, El Cronista Comercial, 18 de octubre de 2013.


� Los sig�nos de menor y mayor < > encierran a los pretitulares, los cor�che�tes [ ] a los titulares, y las llaves { } a los subtitulares. 


� Se señalan con ne�grita las categoriza�ciones, con negrita subrayada  las ac�tivi�da�des circuns�cri�tas a la catego�ría, y con cursiva los modelos interpretativos y los términos ligados a ellos.


� La Prensa, 18 de octubre de 2012.


� Julián Obligado, Diputado Nacional PRO, El Cronista Comercial, 24 de octubre de 2012.


� Aseguradora de Riesgos del Trabajo. 


� Página 12 (Portada), 20 de septiembre de 2012.


� El Cronista Comercial (Portada), 20 de septiembre de 2012.


� BAE, 3 de octubre de 2012.


� La Prensa (Portada), 20 de septiembre de 2012.


� Elizabeth Peger y Natalia Donato, El Cronista Comercial, 20 de septiembre de 2012.


� Silvia Stang, La Nación, 21 de septiembre de 2012.


� Tomás Lukin, Página 12, 4 de octubre de 2012.


� La Nación (Portada), 25 de octubre de 2012.


� Página 12 (Portada), 25 de octubre de 2012.


� La Prensa (Portada), 25 de octubre de 2012.


� Silvia Stang, La Nación, 25 de octubre de 2012.


� BAE, 25 de octubre de 2012.


� Página 12, 25 de octubre de 2012.


� Cristian Carrillo, Página 12, 20 de septiembre de 2012.


� El Cronista Comercial, 26 de octubre de 2012.


� Cristian Carrillo, Página 12, 20 de septiembre de 2012.


� BAE, 26 de octubre de 2012.


� La Prensa (Portada), 11 de octubre de 2012.


� Propuesta Republicana, alianza  de tendencia liberal- conservadora liderada por Mauricio Macri.


� El Cronista Comercial (Portada), 25 de octubre de 2012


� Clarín, 25 de octubre de 2012.


� La Razón, 25 de octubre de 2012.


� Página 12 (Portada), 25 de octubre de 2012.


� El Cronista Comercial, 14 de noviembre de 2012


� Tomás Lukin, Página 12, 14 de noviembre de 2012.


� Ámbito Financiero (Portada), 25 de octubre de 2012.


� Daniel Funes de Rioja, BAE, 9 de octubre de 2012.


� Julián A. de Diego, El Cronista Comercial, 26 de septiembre de 2012.


� Carlos Aníbal Rodríguez, Clarín, 1 de octubre de 2012.


� La Prensa, 2 de octubre de 2012


� Tomás Lukin, Página 12, 15 de octubre de 2012.


� Clarín, 24 de octubre de 2012.


� Raúl Dellatorre, Página 12, 21 de octubre de 2012.


� BAE, 26 de octubre de 2012.


� Mario Wainfeld, Página 12, 20 de septiembre de 2012.


� Mario Wainfeld, Página 12, 26 de septiembre de 2012


� Mario Wainfeld, Página 12, 25 de octubre de 2012.


� Clarín, 27 de octubre de 2012.


� Luis Enrique Ramirez, Vicepresidente de la Asociación de Abogados Laboralistas, Página 12, 15 de octubre de 2012.


� Daniel Germano, Diputado Nacional, Clarín, 24 de octubre de 2012.


� La reforma de la LRT supone, pues, un retroceso legis�lativo en el mar�co de la protección. Esta circunstancia, como se establece en el caso “Aquino” pone a la norma “en grave con�flicto con un principio arquitectónico del Dere�cho Inter�na�cional de los Dere�chos Humanos, en general, y del Pacto Interna�cional de Derechos Económicos, Sociales y Cultura�les (PIDESC),  en parti�cular”,  debido a que este último “está ple�namente infor�mado por el princi�pio de pro�gresivi�dad, según el cual, todo Estado Parte se comprome�te a adop�tar medi�das [...] para lograr pro�gresivamente [...] la plena efec�tividad de los derechos aquí reconocidos" (art. 2.1)" (V1.29-33). 
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